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La estructura organizativa básica de la entidad es la siguiente:

La Presidencia, de la que dependen directamente la Comisaría de Aguas,
la Dirección Técnica, la Secretaría General y la Oficina de Planificación
Hidrológica.

La organización contable depende de la Secretaría General, a la que
a su vez están adscritos orgánicamente el Servicio de Gestión Económica
y la Jefatura de Sección de Contratación. Del Servicio de Gestión Económica
dependen las Jefaturas de Sección de Pagaduría y Contabilidad.

La gestión económica de este organismo se realiza a través de:

Programa 512-A, «Gestión e Infraestructura de Recursos Hidráulicos»,
que canaliza la actividad general del organismo.

Transferencias entre subsectores, artículos 41 y 71, que son las trans-
ferencias que se efectúan a la Confederación Hidrográfica del Tajo, corrien-
tes y de capital, como consecuencia de la explotación del acueducto Tajo-Se-
gura.

La contabilidad del organismo se realiza de acuerdo con la Orden del
Ministerio de Economía y Hacienda, de 1 de febrero de 1996 por la que
se aprueba la Instrucción de Economía y Hacienda, de 1 de febrero de
1996 por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad para la Admi-
nistración institucional del Estado («Boletín Oficial del Estado» de 7 de
febrero de 1969). Además se siguen las pautas marcadas por el nuevo
Plan General de Contabilidad Pública, aprobado por Orden del Ministerio
de Economía y Hacienda, de 6 de mayo de 1994 («Boletín Oficial del Estado»
de 20 de mayo de 1994). Contabilidad intervenida por la Intervención
Delegada del Ministerio de Hacienda.

Los principales responsables de la Confederación Hidrográfica del Segu-
ra, son, a nivel político, el Presidente del Organismo, y, a nivel de gestión,
el Secretario general.

MINISTERIO DE ECONOMÍA
4770 RESOLUCIÓN de 22 de febrero de 2002, de la Dirección

General del Tesoro y Política Financiera, por la que se
retira a la entidad «Banca d’Intermediazione Mobiliare
IMI, S.p.A.», la condición de Creador de Mercado de Deuda
Pública del Reino de España.

La Orden del Ministerio de Economía y Hacienda, de 10 de febrero
de 1999, reguló la figura de Creador de Mercado de Deuda Pública del
Reino de España, dando cabida a la posibilidad de que puedan pertenecer
a la citada categoría entidades financieras sin establecimiento permanente
en España.

En la Resolución de la Dirección General del Tesoro y Política Finan-
ciera, de 11 de febrero de 1999, modificada por las Resoluciones de 10
de abril de 2000 y de 10 de octubre de 2000, se establecieron los derechos
y obligaciones de los Creadores de Mercado. En la Resolución de la Direc-
ción General del Tesoro y Política Financiera de 26 de febrero de 1999
se estableció la relación de Creadores de Mercado de Deuda Pública del
Reino de España.

Con fecha 13 de febrero de 2002, «Banca d’Intermediazione Mobiliare
IMI, S.p.A.», ha comunicado a esta Dirección General su renuncia voluntaria
a dicha condición.

En consecuencia, he dispuesto:

Primero.—Retirar a «Banca d’Intermediazione Mobiliare IMI, S.p.A.»,
la condición de Creador de Mercado de Deuda Pública del Reino de España,
por renuncia de la propia entidad.

Disposición final

La presente Resolución entrará en vigor al día siguiente de su publi-
cación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 22 de febrero de 2002.—La Directora general, Gloria Hernández
García.

4771 ORDEN ECO/511/2002, de 13 de febrero, sobre resolución
de cinco expedientes por incumplimiento de las condicio-
nes establecidas en la concesión de incentivos al amparo
de la Ley 50/1985.

A las empresas relacionadas en el anexo de esta Orden, al no haber
acreditado en tiempo y forma el cumplimiento de las condiciones vin-
culantes establecidas en las resoluciones de concesión de las subvenciones,
se les instruyeron los oportunos expedientes de incumplimiento, de acuer-
do con lo dispuesto en el Real Decreto 1535/1987, de 11 de diciembre.

En la instrucción de los expedientes se han observado las formalidades
legales, habiéndose concedido a las empresas afectadas los plazos pre-
ceptivos para el cumplimiento de los trámites de formulación de alega-
ciones y de audiencia previstos en el artículo 84 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, y en el artículo 35 del Real
Decreto 1535/1987, de 11 de diciembre, modificado por Real Decre-
to 302/1993, de 26 de febrero, y por Real Decreto 2315/1993, de 29 de
diciembre.

De las actuaciones resulta probado que los titulares de las subvenciones
no han acreditado haber cumplido en tiempo y forma las obligaciones
que contrajeron en la aceptación de las condiciones de los incentivos.

Este Ministerio, al amparo de lo dispuesto en la Ley 50/1985, de 27
de diciembre, y su Reglamento de desarrollo; la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre; el Real Decreto 1371/2000, de 19 de julio, y demás disposiciones
de aplicación, así como los informes de la Dirección General de Políticas
Sectoriales, tiene a bien disponer:

Artículo único.

Se declara el incumplimiento de las condiciones establecidas para el
disfrute de los incentivos regionales otorgados a las empresas relacionadas
en el anexo de esta Orden. En consecuencia, se modifica el importe de
las subvenciones concedidas en proporción al alcance del incumplimiento
según se detalla en el anexo, debiéndose publicar la presente Orden en
el «Boletín Oficial del Estado» conforme a lo dispuesto en el artículo 60
de la Ley 30/1992, todo ello sin perjuicio de efectuar la notificación de
la misma a los interesados.

Contra esta Orden, que pone fin a la vía administrativa, los interesados
podrán interponer potestativamente recurso de reposición ante el exce-
lentísimo señor Ministro de Economía, en el plazo de un mes contado
a partir del día siguiente al de la notificación, o bien recurso conten-
cioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Nacional, en el plazo de dos meses contados desde el día siguien-
te a la notificación de la misma.

Madrid, 13 de febrero de 2002.—El Vicepresidente Segundo del Gobierno
y Ministro de Economía, P. D. (Orden de 8 de noviembre de 2000), el
Secretario de Estado de Economía, de la Energía y de la Pequeña y Mediana
Empresa, José Folgado Blanco.


